
DECISIÓN DE LA COMISIÓN 

de 4 de febrero de 2014 

relativa a la medida SA.21817 (C 3/07) (ex NN 66/06) de Tarifas eléctricas españolas: consumidores 
aplicada por España 

[notificada con el número C(2013) 7741] 

(El texto en lengua española es el único auténtico) 

(Texto pertinente a efectos del EEE) 

(2014/456/UE) 

LA COMISIÓN EUROPEA, 

Visto el Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea y, en particular, su artículo 108, apartado 2, párrafo primero, 

Visto el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo y, en particular, su artículo 62, apartado 1, letra a), 

Después de haber emplazado a los interesados para que presentaran sus observaciones, de conformidad con las disposi­
ciones anteriormente citadas (1) y vistas sus observaciones, 

Considerando lo siguiente: 

1. PROCEDIMIENTO 

(1) Mediante carta de 27 de abril de 2006, las empresas Céntrica plc y Céntrica Energía S.L.U. (denominadas colecti­
vamente en lo sucesivo «Céntrica») presentaron una denuncia ante la Comisión sobre el sistema de tarifas eléc­
tricas reguladas aplicado en España en 2005. 

(2)  Mediante carta de 27 de julio de 2006, la Comisión pidió a las autoridades españolas que facilitaran información 
sobre la medida antes mencionada. La Comisión recibió dicha información mediante carta de 22 de agosto 
de 2006. 

(3)  El 12 de octubre de 2006, el asunto se registró como ayuda no notificada (asunto NN 66/06). 

(4)  Mediante carta de 9 de noviembre de 2006, la Comisión pidió a las autoridades españolas aclaraciones adicionales 
sobre esta medida. Las autoridades españolas respondieron mediante carta de 12 de diciembre de 2006. 

(5)  Mediante carta de 24 de enero de 2007, la Comisión comunicó a las autoridades españolas que había decidido 
incoar el procedimiento establecido en el artículo 108, apartado 2, del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea en relación con la medida. 

(6)  La Decisión de la Comisión se publicó en el Diario Oficial de la Unión Europea (2). La Comisión invitó a las partes 
interesadas a presentar sus observaciones sobre la medida. 

(7)  Las autoridades españolas presentaron sus observaciones mediante carta de 26 de febrero de 2007. 

(8)  La Comisión recibió observaciones de las siguientes partes interesadas: Xunta de Galicia (carta de 23 de marzo de 
2007), Céntrica (cartas de 26 de marzo de 2007 y 3 de julio de 2007), ACIE — Asociación de Comercializadores 
Independientes de Energía (carta de 26 de marzo de 2007), Gobierno de Asturias (carta de 27 de marzo de 
2007), AEGE — Asociación de empresas con gran consumo de energía (carta de 2 de abril de 2007, complemen­
tada el 21 de noviembre de 2011), Asturiana de Zinc — AZSA (carta de 3 de abril de 2007), Ferroatlántica — 
productor de metales (carta de 3 de abril de 2007), Alcoa (carta de 3 de abril de 2007), UNESA — Asociación 
Española de la Industria Eléctrica (carta de 25 de abril de 2007), ENEL Viesgo (carta de 26 de abril de 2007), Iber­
drola (carta de 26 de abril de 2007), Unión Fenosa Distribución (carta de 27 de abril de 2007), Hidrocantábrico 
Distribución Eléctrica (carta de 27 de abril de 2007), Endesa Distribución Eléctrica (carta de 27 de abril de 2007). 

12.7.2014 L 205/25 Diario Oficial de la Unión Europea ES    

(1) DO C 43 de 27.2.2007, p. 9. 
(2) Véase la nota 1. 



(9) Mediante cartas de 15 de mayo y 6 de julio de 2007, la Comisión transmitió las observaciones de las partes inte­
resadas a las autoridades españolas, a las que se dio la oportunidad de presentar a su vez comentarios, los cuales 
se recibieron mediante carta de 2 de agosto de 2007. 

(10)  Céntrica presentó información complementaria mediante sus cartas de 1 de junio de 2007, 28 de agosto de 
2007, 4 de febrero de 2008 y 1 de marzo de 2008; la AEGE hizo otro tanto mediante carta de 21 de noviembre 
de 2011 y Ferroatlántica, mediante carta de 5 de diciembre de 2011. 

(11)  Mediante cartas de 30 de julio de 2009, 19 de marzo de 2010 y 6 de octubre de 2011, 12 de abril de 2012, 
31 de agosto de 2012, 4 de febrero de 2013 y 17 de julio de 2013, la Comisión solicitó nuevas aclaraciones 
sobre la medida a las autoridades españolas. Estas respondieron mediante cartas de 5 de octubre de 2009, 
26 de abril de 2010, 7 de diciembre de 2011, 12 de junio de 2012, 18 de octubre de 2012, 11 de febrero 
de 2013 y 4 de octubre de 2013, respectivamente. 

(12)  El 19 de abril de 2013, el expediente se dividió en dos partes: el presente asunto SA.21817 (C 3/07 
ex NN 66/06), que se refiere a las ayudas a los usuarios finales de electricidad, y el asunto SA.36559 (C 3a/07 
ex NN 66/06), que se refiere a las ayudas a los distribuidores de electricidad. La presente Decisión se refiere única­
mente a las posibles ayudas a los usuarios finales de electricidad incluidos en el ámbito del procedimiento, es 
decir, con exclusión de los hogares y pequeñas empresas. 

2. DESCRIPCIÓN DETALLADA DE LA MEDIDA 

EL SISTEMA ELÉCTRICO ESPAÑOL EN 2005 

(13)  En el marco legislativo establecido por la Ley 54/1997, de 27 de noviembre de 1997, del sector eléctrico 
(en adelante, «LSE»), aplicable en 2005, el suministro de electricidad a los usuarios finales a tarifas reguladas se 
calificaba de actividad regulada. La Ley asignaba esta tarea a los distribuidores. 

(14)  En 2005, todos los usuarios finales de electricidad del mercado español podían elegir entre negociar contratos de 
suministro con proveedores independientes o recibir su suministro a las tarifas reguladas establecidas por el 
Estado. En el mercado regulado, todos los usuarios finales que lo solicitaran tenían derecho a recibir suministro 
de su distribuidor local a la tarifa regulada integral (precio «todo incluido») aplicable en función de su perfil y 
volumen de consumo. En el mercado libre, los clientes pagaban un peaje por acceso a la red, que también estaba 
regulado, y tenían que hacer frente, además, a los costes del suministro de energía. Una vez completada la 
reforma del sector eléctrico en 2009, los distribuidores ya no suministran electricidad a tarifas reguladas inte­
grales. 

(15)  Las tarifas reguladas integradas y los peajes regulados de acceso a la red se decidían previamente para todo el año, 
normalmente antes de finales del año N – 1, pero podían ajustarse a lo largo del año (3). Sin embargo, el aumento 
anual de las tarifas estaba sujeto a un límite máximo (4). En principio, las tarifas y peajes se establecían, sobre la 
base de previsiones, para garantizar que los ingresos regulados procedentes de su aplicación fueran suficientes 
para sufragar todos los costes regulados del sistema de electricidad. Estos costes regulados del sistema incluían en 
2005 los costes del suministro de energía a tarifas integrales, los costes de la compra de energía de regímenes 
especiales (fuentes renovables, cogeneración, etc.), los costes de transporte y distribución, las medidas de gestión 
de la demanda, los costes adicionales de generación de electricidad en las islas españolas, las ayudas al carbón, los 
déficits de años anteriores, etc. No existían normas que asignaran una categoría determinada de ingresos o una 
parte de ellos a una categoría determinada de costes o una parte de estos. Debido a ello, los ingresos, por 
ejemplo, del peaje de acceso a la red no se destinaban total ni parcialmente a financiar, por ejemplo, las subven­
ciones a favor de la electricidad procedente de fuentes renovables o a los de generación en los territorios insulares 
españoles. 

(16)  En 2005 había no menos de 25 tarifas reguladas para usuarios finales en función del nivel, perfil o destino de 
consumo y la tensión de la conexión a la red. A la vez, otros nueve peajes regulados de acceso a la red se apli­
caban a los usuarios finales del mercado libre, basados igualmente en la tensión de conexión y otras caracterís­
ticas. 

(17)  El 30 de diciembre de 2004, las autoridades españolas establecieron las tarifas eléctricas aplicables en 2005 (5), 
correspondientes a las siguientes categorías de usuarios: 
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(3) El artículo 12, apartado 2, de la LSE disponía que las tarifas eléctricas se establecieran en principio una vez al año, pero se podían ajustar 
durante este. 

(4) Con arreglo al artículo 8 del Real Decreto 1432/2002, la tarifa media no podía aumentar más del 1,40 % (de un año para otro), mientras 
que las distintas tarifas individuales solo podían aumentar en un porcentaje equivalente al incremento de la tarifa media: + 0,60 % (2 % en 
total). 

(5) Real Decreto 2392/2004, de 30 de diciembre, por el que se establece la tarifa eléctrica para 2005, BOE no 315, p. 42766. 



TARIFAS INTEGRALES 

Baja tensión 

1.0.  Potencia hasta 770 kW 

2.0.  General, potencia no superior a 15 kW 

3.0.  General 

4.0.  General, larga utilización 

B.0  Alumbrado público 

R.0  De riegos agrícolas 

Alta tensión 

Tarifas generales 

Cor ta  ut i l i zac ión 

1.1.  General no superior a 36 kV 

1.2.  General mayor de 36 kV y no superior a 72,5 kV 

1.3.  General mayor de 72,5 kV y no superior a 145 kV 

1.4.  General, mayor de 145 kV 

Media  ut i l i z ac ión 

2.1.  No superior a 36 kV 

2.2.  Mayor de 36 kV y no superior a 72,5 kV 

2.3.  Mayor de 72,5 kV y no superior a 145 kV 

2.4.  Mayor de 145 kV 

La rga  ut i l izac ión  

3.1.  No superior a 36 kV 

3.2.  Mayor de 36 kV y no superior a 72,5 kV 

3.3.  Mayor de 72,5 kV y no superior a 145 kV 

3.4.  Mayor de 145 kV 

Tarifas de tracción 

T.1  No superior a 36 kV 

T.2  Mayor de 36 kV y no superior a 72,5 kV 

T.3  Mayor de 72,5 kV y 145 Kv 

Tarifas de riegos agrícolas 

R.1  No superior a 36 kV 

R.2  Mayor de 36 kV y no superior a 72,5 kV 

R.3  Mayor de 72,5 kV y no superior a 145 Kv 

G. Tarifa de grandes consumidores (G4) 

Tarifas para venta a distribuidores 

D.1  No superior a 36 kV 

D.2  Mayor de 36 kV y no superior a 72,5 kV 

D.3  Mayor de 72,5 kV y no superior a 145 Kv 

D.4  Mayor de 145 kV 
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TARIFAS DE ACCESO 

Baja tensión 

2,0 A  Tarifa ordinaria de acceso de baja tensión 

2,0 NA  Tarifas ordinarias de acceso de baja tensión con discriminación entre día y noche 

3,0 A  Tarifa general de acceso de baja tensión 

Alta tensión 

3.1.A  Tarifa de acceso para tensiones no superiores a 36 kV (potencia no superior a 450 kW) 

6.1  Tarifa de acceso para tensiones no superiores a 36 kV (potencia superior a 450 kW) 

6.2  Tarifa de acceso para tensiones mayores de 36 kV y no superiores a 72,5 kV (potencia superior a 450 
kW) 

6.3  Tarifa de acceso para tensiones mayores de 72,5 y no superiores a 145 kV (potencia superior a 450 kW) 

6.4  Tarifa de acceso para tensiones superiores a 145 kV (potencia superior a 450 kW) 

6.5  Tarifa de acceso para intercambios internacionales  

(18)  Las tarifas reguladas integrales se podían dividir en un componente destinado a cubrir los costes de transporte, 
distribución y de carácter general del sistema (peaje de acceso a la red) y un componente que reflejaba el coste de 
comprar electricidad en el mercado mayorista (componente de energía). Por otra parte, se aplicaba un sistema de 
descuentos en tarifas integrales a los servicios de gestión de la demanda (por ejemplo, interrupciones aceptadas 
del suministro eléctrico previa notificación o consumo concentrado en las horas valle). Desde 2005, España ha 
introducido cambios en el sistema de tarifas reguladas. El último cambio es de 2013, cuando España adopto un 
nuevo marco legislativo para el sector eléctrico (ley 24/13) que incluye, entre otras medidas, la reforma de la 
regulación de los precios de mercado al detalle. España anuncio que esta nueva ley y sus normas de aplicación 
será desarrollada durante 2014. A continuación se presentan algunas tarifas básicas integrales del nivel más bajo 
de las categorías antes mencionadas (es decir, no superior a 145 kV) aplicables a partir del 1 de enero de 2005: 

Cuadro 1 

Importe de base de las tarifas integrales reguladas 2005   

A/Componente 
de potencia 

B/Componente 
de energía 

Tarifa integral 
del 

componente 
potencia- 

energía     

EUR/kW mes EUR/kWh EUR/MWh    

Baja tensión          

1.0  Potencia < 770 W  0,277110  0,062287  62,67    

3.0  General  1,430269  0,083728  85,71    

4.0  General, larga utilización  2,284634  0,076513  79,69    

Alta tensión          

1.4  Corta utilización, general  
> 145 kV  

1,759358  0,058412  60,86    

2.4  Media utilización, general  
> 145 kV  

3,632629  0,053224  58,27    

12.7.2014 L 205/28 Diario Oficial de la Unión Europea ES    



A/Componente 
de potencia 

B/Componente 
de energía 

Tarifa integral 
del 

componente 
potencia- 

energía     

EUR/kW mes EUR/kWh EUR/MWh    

3.4  Larga utilización, general  
> 145 kV  

9,511921  0,042908  56,12    

G.  Grandes consumidores G4  10,208070  0,011265  25,44    

Fuente: Anexo I del Real Decreto 2392/2004, cálculos de la Comisión.   

(19)  La Comisión Nacional de Energía («CNE»), el regulador español, señaló que, en promedio, las tarifas integrales de 
2005 no reflejaban todos los costes de suministro y, en particular, el coste de la compra de electricidad en el 
mercado mayorista. En particular, como se muestra en el gráfico que aparece a continuación, tan solo en los 
cinco meses comprendidos entre enero y febrero de 2005 y entre abril y junio de 2005, los precios implícitos en 
las tarifas reguladas integrales medias eran inferiores a los precios medios del mercado mayorista de electricidad. 
En cambio, entre octubre de 2006 y diciembre de 2007 ocurrió lo contrario, pues durante estos catorce meses, 
los precios medios mayoristas descendieron abruptamente por debajo de los precios de la energía implícitos en 
las tarifas reguladas integrales medias, muy por encima de la diferencia observada en los siete meses de 2005 en 
los que los precios mayoristas fueron superiores a los implícitos en las tarifas integrales. 

Gráfico 1 

Precio mayorista medio ponderado y precio de la energía implícito en la tarifa integral 

Fuente: CNE-Informe sobre la evolución de la competencia en los mercados de gas y electricidad. 
Período 2005-2007, página 84. 

EL DÉFICIT TARIFARIO DE 2005 

(20)  Las cuentas del sistema de electricidad, basadas en los ingresos y costes regulados reales, se liquidaban una vez al 
año. En 2005, el nivel al que se establecieron las tarifas reguladas y los peajes de acceso a la red no generaron 
ingresos suficientes para que el sistema recuperase todos los costes regulados, documentados posteriormente, 
correspondientes a todo el año. El proceso final de liquidación de 2005, realizado por la CNE al final del año, 
arrojó un déficit de 3 811 millones EUR. Esta no fue la primera vez que el proceso de liquidación registraba un 
déficit, aunque el de 2005 alcanzaba una magnitud sin precedentes. En 2000, 2001 y 2002 se registraron déficits 
más reducidos. 
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(21)  El Gobierno subestimó, en particular, los costes reales de la compra de electricidad. En efecto, mientras que el 
consumo de electricidad de los usuarios finales del mercado regulado y el mercado libre se desarrolló 
en 2005 aproximadamente como se había predicho en diciembre de 2004, una serie de aumentos de precios 
imprevistos durante el año estableció los precios mayoristas en 62,4 EUR/MWh en 2005, cuando habían sido de 
35,61 EUR/MWh en 2004, de modo que el precio mayorista medio en 2005 fue de 59,47 EUR/MWh. Entre las 
causas de este aumento se encuentran un año extremadamente seco (que redujo la producción de hidroelectri­
cidad en un 55 %), la subida de los precios del petróleo, la repercusión del precio de mercado de los derechos de 
emisión de CO2 recibidos gratuitamente del Régimen Comunitario de Comercio de Derechos de Emisión y un 
aumento de la demanda de energía superior al crecimiento del PIB. 

(22)  Otro factor importante que contribuyó a aumentar los costes generales del sistema fue el alto nivel de las ayudas 
para la generación de energías renovables. En particular, los productores de energías renovables podían optar por 
participar directamente en el mercado mayorista de la electricidad o «pool». En 2005, esta opción resultaba espe­
cialmente atractiva, de modo que un número de productores de energías renovables superior al esperado parti­
cipó en el pool, lo que incrementó los costes del sistema. Además, las ayudas directas a los costes de energía de la 
electricidad del régimen especial (energías renovables, cogeneración), que se anotaron como un coste regulado en 
las cuentas, se elevaron a 2 701 millones EUR en 2005. A modo de ilustración, los costes de transporte y distri­
bución del sistema ascendieron a 4 410 millones EUR en 2005. 

Mecanismo adoptado para prefinanciar el déficit 

(23)  La generación del déficit no pasó desapercibida. Ya en marzo de 2005, cuando quedó de manifiesto que se estaba 
generando un déficit tarifario, las autoridades españolas dispusieron, por medio del artículo 24 del Real Decreto- 
Ley 5/2005 (6), que los fondos necesarios para colmar la diferencia entre costes e ingresos del sistema de electri­
cidad los facilitaran las cinco mayores «empresas eléctricas con derechos de cobro», que eran las que tenían 
derecho a recibir una compensación de los costes de transición a la competencia (7), de acuerdo con los siguientes 
porcentajes: 

—  Iberdrola, SA: 35,01 %, 

—  Unión Eléctrica Fenosa, SA: 12,84 %, 

—  Hidroeléctrica del Cantábrico; S.A: 6,08 %, 

—  Endesa, SA: 44,16 %, 

—  Elcogas, SA: 1,91 %. 

(24)  El Decreto-Ley 5/2005 disponía que el déficit futuro se imputase a las cinco empresas antes mencionadas como 
saldo negativo en una cuenta de depósito ya existente que la CNE utilizaba para pagar los costes de transición a la 
competencia a dichas empresas. Esto significaba, de hecho, que las empresas proveedoras debían aportar los 
fondos por adelantado. El saldo negativo en la cuenta de costes de transición a la competencia daría lugar a dere­
chos de cobro, que consistían en el derecho de las empresas proveedoras a cobrar ingresos a los consumidores de 
electricidad en el futuro. Las empresas proveedoras podían titulizar estos derechos y venderlos en el mercado. Los 
derechos de cobro asignados a dichas empresas proveedoras devengaban un tipo de interés mínimo (Euríbor a 
tres meses, calculado sobre la base de los tipos medios del Euríbor correspondientes al mes de noviembre del año 
precedente sin diferencial alguno). 

Mecanismo adoptado para recuperar el déficit a través de los usuarios finales 

(25)  En junio de 2006, las autoridades españolas tomaron una decisión respecto a las modalidades para recuperar el 
déficit de 2005 a través de los consumidores de electricidad por medio de las tarifas reguladas. Mediante el Real 
Decreto 809/2006 (8), las autoridades españolas dispusieron que los consumidores pagasen el déficit de 2007 
(o, para ser más precisos, los derechos de cobro concedidos a las empresas proveedoras) a lo largo de catorce 
años y medio a través de un recargo especial aplicado tanto a las tarifas integrales como a las tarifas de acceso. El 
recargo, calculado como la cantidad anual necesaria para recuperar de forma lineal el valor actual neto del déficit 
de 2005 a lo largo de 14,5 años, se estableció en un 1,378 % de la tarifa integral y en un 3,975 % de la tarifa de 
acceso para 2006. El tipo de interés aplicable era el Euríbor a tres meses. 
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(6) Real Decreto-Ley 5/2005, de 11 de marzo, de reformas urgentes para el impulso a la productividad y para la mejora de la contratación 
pública, BOE 62 de 14.3.2005, p. 8832. 

(7) Los costes de transición a la competencia son las pérdidas sufridas por los proveedores históricos de electricidad como consecuencia de 
las inversiones no recuperables llevadas a cabo antes de la liberalización. La Comisión autorizó que se concediera ayuda compensatoria 
para cubrir dichas pérdidas con arreglo a los criterios establecidos en la metodología relativa a los costes de transición a la competencia 
(Comunicación de la Comisión relativa a la metodología de análisis de las ayudas estatales vinculadas a costes de transición a la 
competencia) mediante carta SG (2001) D/290869 de 6.8.2001. Mediante Decisión SG (2001) D/290553 de 25.7.2001 en el 
asunto NN 49/99, la Comisión autorizó a España a conceder hasta 2008 compensación por los costes de transición a la competencia a 
las mismas empresas a las que se solicitó que pre financiaran el déficit de 2005. 

(8) Disposición adicional primera del Real Decreto 809/2006, de 30 de junio de 2006, por el que se revisa la tarifa eléctrica a partir del 
1 de julio de 2006, BOE 156 de 1.7.2006. 



(26)  Este recargo se asimiló a una «cuota con destino específico». Las autoridades españolas dispusieron que los 
ingresos de la contribución para financiar el déficit de 2005 se acumularan en la cuenta de depósito gestionada 
por la CNE. A continuación, la CNE transferiría los fondos a los titulares de los derechos de cobro, es decir, las 
empresas generadoras que financiaron el déficit o las entidades que les ulteriormente les hubiesen comprado los 
derechos de cobro, de acuerdo con la parte del déficit financiada por cada una de ellas. 

Efectos del déficit tarifario en el mercado español 

(27) En 2005, el mercado libre satisfacía un 37,49 % de la demanda de electricidad de España. Esta cantidad corres­
ponde a un número relativamente reducido de consumidores, ya que únicamente un 8,5 % de los consumidores 
compraba energía en el mercado libre, mientras que el 91,5 % seguía teniendo las tarifas reguladas (proporción 
inferior al 97 % de 2004). Los clientes de alta tensión (sobre todo los clientes industriales) eran el grupo principal 
presente en el mercado libre, pues un 38,9 % de ellos había ejercido su opción y sus compras representaban un 
29 % del consumo total de electricidad en la España peninsular en 2005. La gran mayoría de los hogares y consu­
midores de baja tensión, que podían optar por el mercado libre a partir de 2003 (9), conservaron las tarifas regu­
ladas; sin embargo, una parte importante de ellos también optó por el mercado libre en 2005. El 31 de diciembre 
de 2005, el mercado libre contaba con más de dos millones de consumidores (eran de 1,3 millones en 2004). 

(28)  Sin embargo, la ventaja media de precio que ofrecían las tarifas reguladas en 2005 se ha de poner en paralelo con 
el retorno de los consumidores al mercado regulado, aunque con cierto retraso. Como se muestra en el cuadro 2 
que figura a continuación, el número de consumidores abastecidos por el mercado libre aumentó durante todo 
2005 pero descendió en 2006, llegando al porcentaje (8,15 %) ya alcanzado en el primer semestre de 2005. De 
forma similar, la reducción de la cantidad de energía suministrada por el mercado libre a los usuarios finales 
observada en diciembre de 2004 continuó en el primer trimestre de 2005 y, aunque se detuvo de forma significa­
tiva entre junio y septiembre de 2005, continuó en diciembre de 2004 y durante todo 2006. 

Cuadro 2 

Cuota de centros de suministro y energía en el mercado libre (expresada en porcentaje del mercado total) 
2004-2006. 

Electricidad 2004 2005 2006  

Mar. Jun. Sep. Dic. Mar. Jun. Sep. Dic. Mar. Jun. Sep. Dic. 

en porcen­
taje de 
centros de 
suministro  

1,53  2,82  4,21  5,73  7,42  9,42  10,37  10,66  10,20  9,28  8,86  8,15 

en porcen­
taje de 
energía  

29,30  33,60  36,19  33,57  33,15  35,34  41,39  37,41  29,38  27,10  25,74  24,87 

Fuente:Informe de la CNE, «Nota Informativa sobre los suministros de electricidad y gas natural en los mercados liberalizados, 
actualización 31 de diciembre de 2006».   

(29)  Aunque las repercusiones de las pérdidas sufridas por los proveedores comenzaron a materializarse a mediados 
de 2005, cuando los precios mayoristas comenzaron a aumentar de forma considerable, los contratos de sumi­
nistro no podían rescindirse de inmediato. Debido a ello, los proveedores del mercado libre, en particular los que 
carecían de capacidad de generación pero tenían que comprar electricidad en el mercado mayorista, se vieron 
obligados a hacer ofertas en condiciones de mercado libre equivalentes a la tarifa regulada pese a la posibilidad de 
poder sufrir pérdidas, o bien a cobrar precios superiores que reflejaran los costes reales de adquisición, perdiendo 
así cuota de mercado. 
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(9) España liberalizó el mercado minorista de la electricidad antes de lo previsto en las Directivas sobre la electricidad de 1996 y 2003, que 
establecían un calendario de liberalización entre 1999 y 2004 para los usuarios finales comerciales (comenzando por los de mayor 
tamaño) y solo hacía obligatoria la liberalización del segmento doméstico a partir del 1 de julio de 2007. 



3. DECISIÓN DE INCOAR EL PROCEDIMIENTO CONTEMPLADO EN EL ARTÍCULO 108, APARTADO 2, 
DEL TFUE 

(30)  La Decisión de la Comisión de iniciar la investigación formal comparó las tarifas reguladas que pagaban las 
distintas categorías de usuarios finales con los precios estimados que habrían tenido que pagar en el mercado libre 
en ausencia de dichas tarifas. Las estimaciones del precio de mercado se calcularon sobre la base del precio de la 
electricidad en el mercado mayorista, los costes correspondientes al acceso a la red y un margen medio de comer­
cialización estimado en 10 EUR/MWh, presentado por Céntrica. 

Cuadro 3 

Comparación de precios por categorías de consumidores 

Categoría de consumidores Tarifa regulada 
(EUR/MWh) 

Precio de mercado esti­
mado (solo precio 

mayorista, más tarifa 
de acceso) 

(EUR/MWh) 

Precio de mercado 
estimado (más 10 EUR 

de margen de 
comercialización) 

1.  Grandes consumidores industriales 
conectados a la red de alta tensión 
(tarifa G4) 

23,9 61,17 71,17 

2.  Grandes consumidores industriales a 
los que se puede interrumpir el sumi­
nistro 

27,0 73,87-76,47 83,87-86,47 

3.  Consumidores conectados a la red de 
alta tensión 

76,2 81,57 91,57 

4.  Hogares 101,2 107,75 117,75 

5.  Pequeños consumidores industriales o 
empresas de servicios conectados a la 
red de baja tensión 

103,9 101,07 111,07 

Fuente: Céntrica.   

(31)  Este cuadro muestra una ventaja considerable para las dos primeras categorías, en las que se encontraban los 
grandes usuarios industriales. Para las otras categorías de usuarios finales, la comparación resulta menos conclu­
yente pero sigue observándose una pequeña ventaja. 

(32) En la Decisión se consideraba que esta ventaja se había concedido de forma selectiva, ya que los precios artificial­
mente bajos de la tarifa regulada favorecían a las empresas que utilizaban la electricidad como fuente de energía y 
no, por ejemplo, el gas. Asimismo se observó selectividad de facto y de iure por el hecho de que la desventaja era 
desproporcionadamente mayor para los grandes usuarios finales industriales, que en determinados casos gozaban 
de precios globales por menos de la mitad del componente de energía de los precios estimados del mercado libre. 

(33)  En la Decisión de incoación se indicaba que, al alentar a los usuarios finales a regresar al mercado regulado, el 
sistema también podría haber beneficiado a los distribuidores, quienes al parecer gozaban de un margen de bene­
ficio garantizado sobre sus actividades reguladas. 

(34)  Asimismo, en la Decisión se consideraba que el sistema implicaba una transferencia de recursos estatales, ya que 
el recargo sobre el precio utilizado para rembolsar el déficit constituye un gravamen parafiscal, cuyos ingresos 
transitan a través del regulador español CNE (un organismo público) antes de ser canalizados a los beneficiarios 
finales. La Decisión concluyó que, en vista de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia sobre este punto, estos 
fondos deben considerarse recursos estatales. 

(35)  Considerando que los usuarios finales operan en mercados que generalmente están abiertos a la competencia y al 
comercio en el interior de la Unión, en la Decisión de incoación la Comisión llegó a la conclusión de que se 
cumplían todos los criterios contemplados en el artículo 107, apartado 1, y que la medida constituía ayuda estatal 
a favor de los usuarios finales. 
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(36) Tras señalar que no parecía aplicable ninguna de las excepciones previstas en el artículo 107 del TFUE, la Deci­
sión de incoación examinaba si el suministro de electricidad a tarifas reguladas podía considerarse un Servicio de 
Interés Económico General (SIEG) y, como tal, beneficiarse de la excepción contemplada en el artículo 106, apar­
tado 2, del TFUE. La Decisión establecía que el margen de discreción de los Estados miembros para establecer 
obligaciones de servicio público en el sector eléctrico está limitado por la Directiva 2003/54/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 26 de junio de 2003, sobre normas comunes para el mercado interior de la electri­
cidad y por la que se deroga la Directiva 96/92/CE (10) (en adelante, «la Directiva sobre electricidad»). Esta Direc­
tiva dispone que los Estados miembros deben establecer una obligación de servicio universal (incluyendo, en 
particular, el derecho a recibir suministro a precios razonables) únicamente para los hogares y pequeñas 
empresas (11). La Decisión concluía que, a la vista de la Directiva sobre electricidad, el suministro de electricidad a 
tarifas reguladas a medianas y grandes empresas no podía considerarse un SIEG propiamente dicho. 

(37) Así pues, la Comisión expresó serias dudas de que los elementos de ayuda incluidos en las tarifas reguladas apli­
cadas a las empresas distintas de las de tamaño pequeño pudieran considerarse compatibles con el mercado inte­
rior. 

(38)  En la Decisión de incoación se observaba igualmente que es posible que los distribuidores de electricidad hayan 
recibido ayudas estatales. Esta parte del caso es objeto de otra Decisión (asunto C 3a/07). 

4. OBSERVACIONES DE LAS PARTES INTERESADAS 

(39) A la invitación de la Comisión a presentar observaciones sobre la Decisión de iniciar la investigación en profun­
didad respondieron numerosos grandes consumidores industriales, distribuidores, proveedores independientes y 
gobiernos de las Comunidades Autónomas españolas. Aquí se resumirán únicamente las observaciones que 
atañen a la supuesta ayuda estatal a favor de los usuarios finales de electricidad. 

OBSERVACIONES DE PROVEEDORES INDEPENDIENTES 

(40)  Se recibieron observaciones de Céntrica y la ACIE, Asociación de Comercializadores Independientes de Energía. 
Sus alegaciones y conclusiones son en gran parte equivalentes. 

Observaciones de Céntrica y la ACIE 

(41) El principal aspecto de las observaciones de Céntrica es la supuesta ventaja otorgada a los distribuidores de elec­
tricidad. Sin embargo, las cifras y alegaciones presentadas por esta sociedad también indican la existencia de 
ayudas estatales para los usuarios finales de electricidad. 

(42)  Según Céntrica, la coexistencia del mercado libre y el mercado regulado y, en particular, la posibilidad de que los 
usuarios finales cambien libremente de uno al otro, implicaba que las tarifas reguladas actuaban como una refe­
rencia de precio, o una limitación de facto de los precios del mercado libre. Los proveedores no podían cobrar 
precios superiores a los de la tarifa regulada, pues de lo contrario no captarían nuevos clientes y perderían a los 
que ya tenían. 

(43)  Normalmente, en un mercado libre, el precio que los usuarios finales pagan por la electricidad está formado por 
dos componentes: el peaje de acceso a la red y un «componente de suministro» resultante de los mecanismos de 
mercado y que se repercute al proveedor minorista. En el suministro minorista, la rentabilidad depende de si el 
«componente de suministro» que pagan los clientes cubre los costes del proveedor (es decir, los costes de compra 
de la energía en el mercado mayorista o sus propios costes de generación en el caso de una empresa de integra­
ción vertical) y un «margen de comercialización» que incluye otros costes de suministro (costes de comercializa­
ción, sistemas informáticos, facturación, etc.) y una remuneración para el capital invertido. Por ese motivo, un 
proveedor del mercado libre únicamente podía operar de forma rentable en un determinado segmento del 
mercado si existía un «margen de comercialización positivo», es decir, una diferencia entre los costes generales en 
los que incurría el proveedor para prestar servicio a sus clientes y la tarifa regulada. 
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(10) DO L 176 de 15.7.2003, p. 37. 
(11) El artículo 3, apartado 3, de la Directiva sobre electricidad dispone que: «Los Estados miembros deberán garantizar que todos los clientes 

domésticos y, cuando los Estados miembros lo consideren adecuado, las pequeñas empresas, es decir, las empresas que empleen a menos 
de 50 personas y cuyo volumen de negocios o balance general anual no exceda de 10 millones EUR, disfruten en su territorio del derecho 
a un servicio universal, es decir, del derecho al suministro de electricidad de una calidad determinada, y a unos precios razonables, fácil y 
claramente comparables y transparentes. Para garantizar la prestación del servicio universal, los Estados miembros podrán designar un 
suministrador de último recurso». 



(44)  Céntrica demostró la existencia de una desventaja competitiva para los proveedores del mercado libre mediante 
cálculos que demuestran que no había márgenes de comercialización en 2005 para ninguna categoría de consu­
midores (12) (o que los márgenes que había a principios de año habían desaparecido durante este). Esto implicaba 
que las tarifas reguladas eran excesivamente bajas para que los proveedores independientes pudieran competir de 
forma rentable. En opinión de Céntrica, no se podía competir por determinadas categorías de usuarios finales (en 
particular, los usuarios de grandes cantidades de energía de la tarifa G4 y otros grandes usuarios industriales), 
incluso antes de la aparición del déficit tarifario, ya que las tarifas integrales nunca dejaron margen para ello. La 
desventaja competitiva alegada por Céntrica tuvo lugar sobre todo en la categoría de usuarios que comprende las 
empresas de servicios y las pequeñas industrias conectadas a la red de baja tensión y en el segmento doméstico. 

(45)  La Decisión de incoación de la Comisión utiliza las cifras presentadas por Céntrica, especialmente la comparación 
entre las tarifas reguladas y las estimaciones de los precios de mercado (véanse el considerando 30 y el cuadro 3). 

(46)  En opinión de Céntrica, el sistema infringió la Directiva sobre electricidad, no solo por el carácter discriminatorio 
del régimen de déficit (que compensaba las pérdidas de los distribuidores pero no las de los proveedores), sino 
también porque se privó a los consumidores del derecho a contar con precios y tarifas transparentes (13). Puesto 
que una parte del precio que había que pagar por la electricidad en 2005 se pospuso a años futuros, los precios 
finales cobrados resultaban opacos para los consumidores. 

(47) Además, Céntrica alegaba que el mecanismo de reembolso del déficit no era equilibrado por dos razones princi­
pales: en primer lugar, el déficit sería rembolsado ante todo por los usuarios finales de baja tensión, cuando los 
usuarios que más contribuyeron a crearlo fueron los grandes usuarios finales de alta tensión. En segundo lugar, se 
exigió a los usuarios finales del mercado libre que pagaran un déficit a cuya creación no habían contribuido. 

(48)  Céntrica respaldó la opinión preliminar de la Comisión, según la cual el régimen de déficit español implicaba una 
transferencia de recursos del Estado. Céntrica sostenía igualmente que la decisión del Gobierno español de 
permitir que los generadores titulizaran sus derechos de cobro implicaba tales recursos. 

(49)  La Asociación de comercializadores independientes de energía (ACIE) calcula que el coste estimado de compra de 
energía tomado como base para las tarifas reguladas en 2005 se situó un 68 % por debajo del coste real pagado 
por los proveedores al comprar energía en el mercado mayorista. La ACIE subrayó las graves repercusiones que el 
déficit tarifario de 2005 tenía en los proveedores independientes. Según la asociación, los proveedores del 
mercado libre tenían costes de compra similares a los de los distribuidores. Además, estaban obligados de hecho 
a ajustarse al nivel de la tarifa integral establecido por el Gobierno para cada categoría de clientes, pues de lo 
contrario no habrían podido atraer nuevos clientes o conservar los que ya tenían. En particular, la ACIE señala 
que, a principios de 2005, sus miembros celebraron contratos basados en las previsiones gubernamentales de los 
precios al por mayor y que más tarde tuvieron que respetarlos, a pesar de no resultar rentables. Como conse­
cuencia de ello, los proveedores independientes sufrieron pérdidas. Céntrica estima que en 2005 sufrió pérdidas 
de 10 millones EUR. Según la ACIE, varios proveedores, entre ellos Saltea Comercial, Electranorte, CYD Energía 
y RWE, se vieron obligados a abandonar el mercado. 

OBSERVACIONES DE LOS USUARIOS CON GRAN CONSUMO DE ENERGÍA 

(50)  Los usuarios con un gran consumo de energía intervinieron en el procedimiento a través de su asociación AEGE 
(Asociación de Empresas con Gran Consumo de Energía). Algunos de ellos (Asturiana de Zinc, Ferroatlántica y 
Alcoa) intervinieron igualmente a título individual. Alcoa es un productor de aluminio que explota tres plantas de 
producción en España, situadas en San Ciprián, La Coruña y Avilés, que se beneficiaron de la tarifa integral G4 
(la tarifa reservada para usuarios con gran consumo de energía con posibilidad de interrupción del suministro) 
en 2005. Ferroatlántica es un productor de aleaciones de aluminio y hierro que se benefició de la tarifa interrum­
pible 3.4. Asturiana de Zinc es un productor de zinc que se benefició de la tarifa G4 en su planta de San Juan de 
Nieva. 

(51)  En sus observaciones, los usuarios con un gran consumo de energía cuestionan la conclusión de la Comisión 
según la cual las tarifas industriales (G4 y otras tarifas interrumpibles) constituían ayuda estatal, y alegan que 
dichas tarifas no otorgaban una ventaja económica, no implicaban recursos estatales y no afectaban a la compe­
tencia ni al comercio entre los Estados miembros. 
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(12) La propia Céntrica dividió a los consumidores en cinco grupos. Esta división no corresponde a la estructura de las tarifas reguladas publi­
cada en el Decreto anual de tarifas, como se indica en el considerando 17. 

(13) Véase el anexo A, letras b) y c), de la Directiva sobre electricidad. 



Inexistencia de ventajas económicas 

(52) En opinión de los usuarios con gran consumo de energía, el valor de referencia utilizado en la Decisión de incoa­
ción para determinar la existencia de una ventaja no es correcto. La Comisión comparó las tarifas industriales con 
el precio medio en el mercado mayorista (el precio del «pool»), que consideró representativo del coste que estas 
empresas habrían pagado en el mercado en condiciones normales. Puesto que las tarifas industriales se conside­
raron inferiores al precio del «pool», la Decisión de incoación concluyó que las tarifas concedían una ventaja 
económica a sus beneficiarios. 

(53) Los usuarios con un gran consumo de energía alegan que el «pool» es un mercado al contado en el que la electri­
cidad cada hora para el día siguiente. En opinión de los usuarios con un gran consumo de energía, el «pool» 
presenta ciertas deficiencias que afectan negativamente a su eficiencia y competitividad, de modo que sus precios 
no reflejan correctamente los costes marginales de generación y, por consiguiente, no reflejan una situación de 
competencia perfecta. Los grandes usuarios finales, que consumen grandes volúmenes de electricidad y presentan 
perfiles de consumo constante, no adquieren electricidad al «pool» sino que suelen celebrar contratos bilaterales 
con proveedores de electricidad. Así lo confirma el informe de 2005 de OMEL, que muestra que tan solo siete de 
los usuarios que reunían los requisitos y representaban un 5 % de la electricidad negociada, adquirieron electri­
cidad directamente en el «pool». 

(54) En todo caso, aun suponiendo que los precios registrados en el «pool» pudieran considerarse un valor de refe­
rencia válido, no sería correcto utilizar (como hizo la Comisión) el precio medio mayorista en 2005 ya que este 
precio medio refleja la demanda de electricidad de proveedores que prestaban servicio a una variada cartera de 
usuarios finales, que incluía hogares y pequeñas empresas. De acuerdo con la AEGE, Ferroatlántica y Asturiana de 
Zinc, un valor de referencia adecuado sería el precio mínimo registrado en el «pool» en 2005, es decir, 
18,36 EUR/MWh, pues este precio reflejaría las condiciones de mercado más competitivas del «pool» (en el que 
los generadores ofrecen electricidad a un precio equivalente a sus costes marginales). Los grandes consumidores 
industriales no se encuentran en una situación comparable a la del resto de los usuarios finales y, en particular, 
de los hogares. Por ello, el precio medio del «pool» no constituiría un valor de referencia adecuado. Según Alcoa, 
la Comisión debe comparar más bien las tarifas impugnadas con los precios de los contratos bilaterales celebrados 
por los grandes usuarios finales. 

(55)  Alcoa presentó un ejemplo de precio bilateral de mercado e indicó que sus tres plantas de aluminio siempre se 
habían beneficiado de la tarifa G4. Sin embargo, Alcoa posee otra planta de alúmina (Alúmina Española) para la 
que celebró un contrato bilateral con un proveedor a finales de 2004. Dicho contrato tenía una vigencia de dos 
años, con posibilidad de prórroga de un año adicional. Las tres plantas de aluminio tienen el mismo perfil de 
consumo constante que las plantas de alúmina. No obstante, estas últimas consumen volúmenes muy inferiores 
de electricidad (0,35 TWh en comparación con 1,3 TWh en las plantas de Avilés y La Coruña, y 3,4 TWh en la 
planta de San Ciprián). El precio medio acordado en ese contrato fue de 34,45 EUR/MWh (que incluía el coste de 
la moratoria nuclear, los costes de acceso a la red y otros gastos accesorios). Este precio se obtuvo mediante una 
licitación y las diferencias entre las ofertas de los proveedores eran inferiores a 5 EUR. 

(56)  Según Alcoa, la diferencia entre este precio bilateral (34,45 EUR/MWh) y la tarifa G4 (23,90 EUR/MWh) puede 
explicarse mediante factores objetivos. En particular, los usuarios de la tarifa G4 están sujetos a restricciones regla­
mentarias que no se aplican a los contratos bilaterales, como la obligación de utilizar la totalidad de la electricidad 
contratada con la tarifa G4 (con la imposición de penalizaciones en caso contrario), la obligación de poseer 
equipo de control de la tensión y el pago en un plazo de veinte días (mientras que los contratos bilaterales tienen 
condiciones de pago más ventajosas). 

(57)  De este modo, Alcoa concluye que un precio de mercado hipotético aplicable a sus tres plantas de aluminio sería 
muy inferior a 34,45 EUR/MWh, debido al mayor consumo de estas plantas. Por otra parte, si se considerara un 
margen de comercialización medio de 10 EUR/MWh, el coste neto del suministro de la planta de alúmina sería 
de 24,25 EUR/MWh, valor muy próximo a la tarifa integral G4. 

(58) Ferroatlántica señaló que la Decisión de incoación interpretaba incorrectamente la tarifa regulada 3.4 que utili­
zaba en 2005 al incluir erróneamente los descuentos en la tarifa básica y compararla con un peaje de acceso 
diez veces superior al aplicable en su caso (y el de los consumidores muy grandes). Ferroatlántica presentó igual­
mente pruebas de que, si bien el precio medio mensual de mercado en 2004 para contratos futuros de suministro 
de electricidad en 2005 era de 31,68 EUR/MWh, este precio era de 31,05 EUR/MWh en diciembre de 2004. De 
ello se desprende que una empresa habría obtenido su suministro de base de electricidad en 2005 a ese precio en 
el momento en que se establecieron las tarifas reguladas. Tras añadir los «servicios adicionales» (3,92 EUR/MWh) 
y la tarifa de acceso correspondiente (1,70 EUR/MWh), un usuario industrial habría obtenido un precio de 
mercado de 36,67 EUR/MWh, que es inferior a los 56,11 EUR/MWh de la tarifa 3.4 aplicable a los usuarios con 
un gran consumo de energía. 
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(59)  De hecho, otros descuentos sobre esa tarifa premiaban la capacidad para prestar servicios de gestión de la 
demanda y su aceptación en beneficio del sistema. A este respecto, Ferroatlántica añade que el descuento respecto 
a la tarifa reflejaba diversos servicios prestados, a saber, la discriminación horaria (con consumo nocturno y en 
fines de semana), la interrumpibilidad (la aceptación de suministro a petición del operador de la red), la estaciona­
lidad (con la concentración del suministro en los meses de baja demanda) y la gestión de la energía reactiva. 
Únicamente estos descuentos, que eran variables y se establecían mediante reglamento desde 1995, y no el nivel 
de la tarifa regulada, explican y, en opinión de Ferroatlántica, justifican que en 2005 se pagase un precio medio 
más bajo por la electricidad. 

(60)  Los usuarios con gran consumo de energía cuestionan la aseveración realizada en la Decisión de incoación según 
la cual la ventaja no era proporcional a los volúmenes consumidos y tendía a aumentar en el caso de los grandes 
consumidores. A este respecto, dichos usuarios afirman, por ejemplo, que la propia CNE confirmó que el nivel de 
la tarifa G4 debería haber sido aún más bajo. Los usuarios con un gran consumo de energía señalan que los 
grandes consumidores de las tarifas G4 o 3.4 consumieron miles de veces más electricidad que los consumidores 
medios de alta tensión y pagaron tan solo tres veces menos que ellos. 

(61)  Asimismo, lo normal sería que los grandes consumidores obtuvieran un mayor descuento unitario en el precio. 
En vista de ello, según los usuarios con un gran consumo de energía, la conclusión de que las tarifas industriales 
implicaban una ventaja resulta muy discutible. Recuerdan que, en todo caso, corresponde a la Comisión presentar 
pruebas concluyentes de la existencia de dicha ventaja. 

(62)  Alcoa también indicó que el precio que pagaba en España era casi idéntico al precio medio ponderado que pagan 
las plantas de aluminio en la Unión y que era incluso superior al precio medio ponderado pagado en el EEE. 

Ausencia de implicación de recursos del Estado 

(63)  Los usuarios con un gran consumo de energía alegan que fueron ellos quienes pagaron directamente las tarifas 
industriales a los distribuidores, sin que los fondos quedaran bajo el control del Estado y, por consiguiente, de 
conformidad con la jurisprudencia en el asunto PreussenElektra, dicho régimen no implicó recursos estatales. 

(64)  Los usuarios con un gran consumo de energía exponen que hubo un lapso temporal entre el establecimiento de 
las tarifas, que tuvo lugar a finales de 2004, y la adopción del mecanismo para recuperar el déficit a través de los 
consumidores, que no tuvo lugar hasta junio de 2006. En la Decisión de incoación, la Comisión alegó que se 
habían utilizado recursos estatales debido a la introducción del recargo en las facturas de los usuarios, lo cual se 
calificó de carga parafiscal. Los usuarios con un gran consumo de energía sostienen que, de aceptarse esta hipó­
tesis, una medida que no constituía ayuda en 2005 se convertiría en ayuda (ex post) en 2006, lo que sería 
contrario a los principios fundamentales del Derecho de la Unión, como la seguridad jurídica y la confianza legí­
tima. Estos usuarios señalan que el carácter de ayuda de una medida depende únicamente de las circunstancias 
existentes en la fecha de su adopción y no puede depender de acontecimientos futuros, sobre todo cuando estos 
no pueden preverse de modo razonable. Citan al Abogado General Jacobs en el asunto Van Calster (14): «la situa­
ción debe apreciarse en la fecha del establecimiento inicial de las exacciones y no puede alterarse retroactiva­
mente». 

(65)  Los usuarios con un gran consumo de energía alegan que las tarifas reguladas de 2005 no constituían una ayuda 
estatal en dicho año. Estas empresas señalan que, en estas circunstancias, resulta irrelevante el análisis del meca­
nismo de financiación, ya que este último no se introdujo hasta 2006. El examen del modo de financiación solo 
sería pertinente si la medida fuera una ayuda estatal desde el principio. Puesto que las tarifas no incluían ayudas, 
en opinión de los usuarios con un gran consumo de energía, la Comisión no puede basarse en el recargo para 
llegar a la conclusión contraria. 

(66)  Los usuarios con un gran consumo de energía afirman que, en el caso de los impuestos parafiscales, el modo de 
financiación de una medida solo es relevante en todo caso para evaluar la ayuda estatal cuando el tributo esté 
«obligatoriamente vinculado a la ayuda», es decir, cuando exista un vínculo directo e inmediato entre la medida y 
su financiación (15). Los usuarios con un gran consumo de energía niegan la existencia de dicho vínculo, ya que el 
recargo estaba destinado a cubrir un déficit derivado de la liquidación de actividades reguladas, que se referían no 
solo al suministro de electricidad a tarifas reguladas, sino también a otros costes del sistema. Por ello, el recargo 
no se asignó específicamente a cubrir las pérdidas derivadas del suministro a tarifas reguladas. En segundo lugar, 
no había un vínculo directo ni indirecto entre el nivel de las tarifas y el recargo aplicado, ya que la tarifa fijada en 
2004 era incondicional (no estaba sujeta a nuevos ajustes en años posteriores). 
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(14) Conclusiones del Abogado General en los asuntos acumulados C-261/01 y C-262/01, Van Calster, apartado 41. 
(15) Sentencia del Tribunal en los asuntos acumulados C-261/01, Van Calster, ibídem, apartados 49 y 50. 



(67)  Los usuarios con un gran consumo de energía alegan igualmente que el recargo no constituía una carga o 
gravamen parafiscal, puesto que no era una medida de carácter fiscal con arreglo al Derecho español. Las medidas 
fiscales se utilizan para financiar el gasto público, mientras que, en este caso, el recargo tenía por objetivo recu­
perar un déficit en el que habían incurrido operadores privados (distribuidores), que llevaban a cabo actividades 
reguladas dentro del sistema de electricidad. De conformidad con la Constitución española, una nueva medida 
fiscal solo puede introducirse mediante una ley (y no a través de un Real Decreto). Por otra parte, el Estado nunca 
es propietario ni puede disponer de los ingresos del recargo, puesto que estos fondos se transfieren a una cuenta 
de depósito gestionada por la CNE y el Estado no puede apropiarse de ellos. El proceso de liquidación es total­
mente automático y la CNE no tiene margen discrecional, autonomía ni control sobre el destino o la cuantía de 
los fondos que deben liquidarse a los distintos agentes. 

(68)  Según los usuarios con un gran consumo de energía, la Comisión reconoce este extremo en su Decisión sobre los 
costes de transición a la competencia de España (16), en la que declara que «el tránsito de las cantidades a través 
de la CNE es esencialmente de naturaleza contable» y no concluye que la medida implicara recursos del Estado. 

(69) Estos usuarios alegan que esta situación es idéntica a la del supuesto de los «costes de transición a la compe­
tencia», pues, en ambos casos, el Gobierno introdujo un recargo destinado a compensar un coste permanente del 
sistema. Esta línea de argumentación parecía también confirmarse en un caso que afectaba al Reino Unido (17). 

Ausencia de repercusiones en la competencia y el comercio 

(70)  Asturiana de Zinc y Alcoa sostienen que, debido a las características específicas de los mercados del aluminio y el 
zinc, una medida relativa al precio de la electricidad utilizada para producir estos metales no afecta al comercio 
de la Unión, ya que los metales son productos básicos y sus precios se establecen a escala mundial en la Bolsa de 
Metales de Londres. En tales circunstancias, las variaciones de los costes locales de producción no se traducen en 
diferencias en los precios mundiales. 

(71)  Las dos empresas afirman que se da un creciente déficit de producción de aluminio y zinc en la Unión, al tiempo 
que la demanda se satisface cada vez más por medio de exportaciones de terceros países. 

(72)  Si los sectores del aluminio y el zinc desaparecieran en España, ningún nuevo operador de la Unión ocuparía su 
lugar, ya que las plantas (de aluminio) de la Unión ya trabajan a plena capacidad y ningún productor nuevo o ya 
establecido tendría incentivos para aumentar su capacidad, en vista de que las perspectivas de disponer de energía 
a precios asequibles a largo plazo son inciertas. Por consiguiente, el déficit se cubriría exclusivamente con impor­
taciones. 

(73)  Alcoa afirma, asimismo, que las tarifas no amenazan los intereses de otros productores europeos, ya que estas 
ofrecen electricidad a un precio idéntico al precio medio que pagan otros productores de aluminio en la EU-25. 

Aun en el caso de que las tarifas industriales interrumpibles constituyeran ayuda, serían «ayuda ya 
existente» 

(74) Los usuarios con un gran consumo de energía sostienen que las tarifas impugnadas ya existían antes de la adhe­
sión de España a la Unión. 

(75)  Aunque la denominación «tarifa G4» se introdujo formalmente mediante la Orden Ministerial de 6 de marzo de 
1986, ya existía de hecho desde antes del 1 de enero de 1986, fecha de adhesión de España a la Unión, porque 
corresponde a la anterior «Tarifa I industrial de larga utilización» establecida mediante la Orden Ministerial de 
14 de octubre de 1983, es decir, antes de la adhesión de España. Todos los usuarios finales de electricidad que se 
beneficiaban de la Tarifa industrial I pasaron automáticamente a la tarifa G4, que de hecho era la misma tarifa 
con otro nombre. 

(76)  Las demás tarifas interrumpibles también estaban previstas expresamente en la Orden Ministerial de 1983. 

(77) Por otra parte, de acuerdo con los usuarios con un gran consumo de energía, la medida constituiría ayuda exis­
tente en virtud del artículo 15 del Reglamento (CE) no 659/1999 del Consejo, de 22 de marzo de 1999, por el 
que se establecen disposiciones de aplicación del artículo 108 del Tratado de Funcionamiento de la Unión 
Europea (18), debido a la expiración del plazo de prescripción de diez años. 
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(16) Decisión de la Comisión de 25 de julio de 2001, Ayuda estatal NN 49/99 — España. Régimen transitorio del mercado de la electricidad. 
(17) Carta de la Comisión al Reino Unido de 27 de febrero de 2002 (Ayuda estatal N 661/99). 
(18) DO L 83 de 27.3.1999, p. 1. 



La confianza legítima impediría la recuperación de las ayudas 

(78) Los usuarios con un gran consumo de energía alegan que, aun suponiendo que las tarifas no pudieran conside­
rarse ayuda ya existente, el principio de confianza legítima impediría su recuperación. Durante todo el año 2005, 
las tarifas fueron un pago directo entre operadores privados. Los usuarios no podían haber previsto que las tarifas 
establecidas en diciembre en 2004 se fueran a convertir en ayuda en virtud de una medida gubernamental adop­
tada en junio de 2006. Ningún operador económico, por prudente que fuera, podría haber previsto este cambio 
en su situación jurídica. Por ese motivo, los usuarios tenían una confianza legítima en que sus tarifas no impli­
caban ayuda estatal. 

COMENTARIOS DE LA XUNTA DE GALICIA Y EL PRINCIPADO DE ASTURIAS 

(79)  En relación con la posible ayuda a los usuarios con un gran consumo de energía, la Xunta de Galicia alega que la 
Comisión se equivocó al utilizar el precio del «pool» como sucedáneo del precio de mercado, ya que estos usua­
rios suelen suscribir contratos a largo plazo en condiciones mucho más favorables. 

(80) Habida cuenta de que la liberalización del mercado español aún no ha concluido y, en particular, de la inexis­
tencia de contratos bilaterales entre productores y grandes consumidores, la Xunta de Galicia considera que sería 
conveniente utilizar como valor de referencia los costes reales pagados por los productores para suministrar elec­
tricidad a estos clientes. Otra alternativa sería obtener un precio de referencia basado en la bibliografía técnica 
[Wilson, 1993 (19) y Castro-Rodríguez (20), 1999] tomando en consideración bien el coste de la tecnología más 
eficiente para satisfacer las necesidades específicas de los usuarios con un gran consumo de energía, bien el coste 
medio de la electricidad durante las distintas horas del día. La diferencia entre un precio de referencia obtenido de 
esta forma y la tarifa regulada pagada en 2005 sería mucho más baja. La Xunta de Galicia alega asimismo que, en 
cualquier caso, todos los usuarios españoles, incluidos aquellos con un gran consumo, rembolsarán en su 
momento el déficit provocado por las bajas tarifas aplicadas en 2005. 

(81)  Aparte de esto, según la Xunta de Galicia, el sistema tarifario existente en 2005 no era legalmente selectivo, pues 
el Estado no tenía la intención de otorgar una ventaja a los usuarios finales, sino que simplemente cometió 
errores en sus previsiones de las tendencias y precios del mercado al fijar sus tarifas en 2004. La Xunta de Galicia 
también refuta la conclusión según la cual el sistema tuvo repercusiones en el comercio interior de la Unión. 

(82)  Las observaciones del Principado de Asturias son similares a las presentadas por el Gobierno español, a las que 
hacen referencia. 

OBSERVACIONES Y COMENTARIOS DE ESPAÑA 

(83)  España sostiene que el sistema de tarifas reguladas de 2005 no implicaba ayudas ni para los usuarios finales ni 
para los distribuidores. 

No existe ningún vínculo causal entre las medidas estatales y el déficit y este no puede imputarse al 
Estado 

(84) España sostiene que el déficit no es imputable al Estado porque fue provocado por circunstancias externas impre­
visibles y no por la intención deliberada del Estado de subvencionar determinadas actividades. 

(85)  España alega que la legislación de la Unión vigente en 2005 no impedía el suministro de electricidad a tarifas 
reguladas establecidas por el Estado. Por consiguiente, la intervención reguladora del Estado era válida legalmente 
al ser una expresión de la soberanía nacional. Una de estas prerrogativas soberanas consiste en fijar las tarifas de 
tal modo que los costes previstos satisfagan la demanda prevista. 

(86)  España aduce que el déficit de 2005 fue provocado por una diferencia entre las previsiones gubernamentales de 
los precios mayoristas de la electricidad y los precios reales registrados en el «pool». Los precios de 2005 fueron 
excepcionalmente altos al ser impulsados por causas imprevisibles que equivalen a fuerza mayor. 
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(19) Wilson, R. (1993) Nonlinear Pricing, Oxford University Press. 
(20) Castro Rodríguez, F. (1999), Wright tariffs in the Spanish electricity industry, The case of residential consumption, Utilities Policy, pp. 17-31. 



(87)  Como el acontecimiento que provocó la supuesta ayuda sería una evolución de los precios mayoristas por encima 
de las previsiones, la supuesta ventaja no podría imputarse a un instrumento jurídico. Incluso suponiendo que 
esta ventaja hubiera existido (quod non), habría sido generada por circunstancias no relacionadas con las inten­
ciones del Estado. La existencia de un caso de fuerza mayor, según España, rompe el vínculo causal entre la deci­
sión administrativa por la que se fijaban las tarifas y la ventaja competitiva que habría dado lugar a una ayuda 
estatal. Incluso suponiendo (quod non) que se cumplía la condición objetiva del vínculo causal, no existiría la 
condición subjetiva de intencionalidad (imputabilidad) por parte del Estado. 

Ausencia de implicación de recursos del Estado 

(88)  España alega que las tarifas no implicaban fondos públicos. En primer lugar, España afirma a este respecto que el 
recargo no es un «gravamen» en el sentido de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión en materia de 
cargas parafiscales, porque no es recaudado por el Estado ni corresponde a una exacción. Según España, el 
recargo forma parte íntegra de la tarifa y tiene el mismo carácter. Así pues, la tarifa es un precio privado. 

(89)  En segundo lugar, los fondos no son recaudados por el Estado ni se destinan a un fondo designado por este 
último. Las tarifas las cobran los distribuidores y no el Estado y, por consiguiente, son precios privados que garan­
tizan la remuneración equitativa de los actores (contemplada en la LSE). No son impuestos ni precios públicos. El 
Estado no remunera nada, pues es el sistema el que ofrecía una remuneración en virtud de las fuerzas del 
mercado para actividades no reguladas y de tarifas de acceso establecidas por el Estado para actividades reguladas. 
Puesto que en este sistema no se da carga para el Estado, no implicaría recursos estatales, de acuerdo con la juris­
prudencia del asunto Sloman Neptune (21). Además, estos fondos nunca fluyen a las arcas del Estado, no se 
mencionan en las leyes presupuestarias, el Tribunal de Cuentas no los verifica y no pueden ser recuperados de los 
deudores por medios administrativos. A las deudas contraídas con el sistema de electricidad no se les aplica el 
tipo de interés aplicable a las deudas con el Estado. 

(90)  España reitera que estos fondos son gestionados por el regulador español, la CNE, que actúa simplemente como 
intermediario contable. Según España, en su Decisión sobre los costes españoles de transición a la competencia 
de 2011 (S.A. NN 49/99), la Comisión ya había establecido que «el tránsito de fondos a través de la CNE tiene un 
carácter esencialmente contable. Los fondos transferidos a la cuenta a nombre de la CNE nunca fueron propiedad 
de este organismo y se liquidaron de inmediato a los beneficiarios de acuerdo con un importe determinado de 
antemano que la CNE no puede modificar en absoluto». Sobre la base de esta consideración, la Comisión llegó a 
la conclusión de que «no estaba en condiciones de determinar si los ingresos del gravamen establecido en el 
marco del régimen de costes de transición a la competencia constituyen recursos estatales». 

Ausencia de ventajas 

(91)  España no comparte la opinión de la Comisión según la cual las tarifas otorgan una ventaja económica a los 
usuarios finales (o distribuidores). 

(92)  En cuanto a los usuarios finales, tras reiterar que el déficit es resultado de un acto de fuerza mayor, España 
sostiene que este no benefició a los grandes consumidores, pues se repercutió con intereses en las tarifas de los 
años siguientes. Por ello, la supuesta ventaja económica derivada de un precio de la electricidad más bajo tan solo 
es aparente, ya que los consumidores rembolsan con intereses la diferencia respecto a los precios del mercado 
libre. 

El suministro a tarifas reguladas es un servicio de interés económico general 

(93)  España afirma que, en 2005, la existencia de tarifas reguladas no era contraria a la legislación de la Unión, puesto 
que el plazo para la liberalización del mercado para todos los consumidores, incluidos los hogares, finalizaba el 
1 de julio de 2007. 
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(21) Sentencia del TJE de 17 de marzo de 1993 en los asuntos acumulados C-72/91 y C-73/91, apartado 21; «El régimen de que se trata no 
tiende, ni por su finalidad, ni por su sistema general, a crear un beneficio que constituya una carga suplementaria para el Estado». 



(94)  En particular, según las autoridades españolas, el suministro de electricidad es un servicio de interés general y el 
Estado debe intervenir para evitar que se abuse de las posiciones dominantes derivadas de la existencia de una red 
única (monopolio natural). 

(95)  Los parámetros para fijar las tarifas se establecieron de una forma objetiva y transparente. El complejo marco 
reglamentario que fija las tarifas y el procedimiento de liquidación demuestran, según las autoridades españolas, 
que el sistema tarifario se basaba en un análisis exhaustivo de los costes e ingresos del sistema, así como en un 
análisis de la demanda de electricidad. 

Compromiso de España 

(96)  Como se señala en los considerandos 25 y 26, el déficit generado en 2005 se reembolsa en plazos anuales, que 
devengan un tipo de interés equivalente al Euríbor sin diferencial. Sin perjuicio de sus observaciones, España se 
ha comprometido a aumentar retrospectivamente el tipo de interés que se cobra a las empresas usuarias con 
conexiones de más de 1 kV. Este aumento se determinará proporcionalmente a la contribución al déficit de 2005 
de las empresas usuarias que son objeto del procedimiento en curso y que recibían suministro a tarifas integrales. 
Será equivalente a aplicar un diferencial de 65 puntos básicos por encima del Euríbor de referencia, alineándolo 
así en líneas generales con el tipo aplicado al déficit en los años siguientes. 

(97)  El importe correspondiente se cobrará a las empresas usuarias de la siguiente manera: en lo que se refiere a los 
pagos anuales de la parte del déficit de 2005 que ya se ha reembolsado, se aplicará un aumento único de las 
tarifas de acceso; en lo que se refiere a los importes aún por reembolsar, se aplicará directamente un tipo de 
interés más alto a cada anualidad, una vez más en forma de un aumento de las tarifas de acceso. 

5. EVALUACIÓN DE LA MEDIDA 

EXISTENCIA DE AYUDA ESTATAL CON ARREGLO AL ARTÍCULO 107, APARTADO 1, DEL TFUE 

(98)  Una medida constituye ayuda estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del TFUE si se cumplen las siguientes 
condiciones: a) que la medida otorgue una ventaja económica al beneficiario, b) que la conceda el Estado o sea 
concedida a través de recursos públicos, c) que sea selectiva, d) que repercuta en el comercio en el interior de la 
Unión y pueda distorsionar la competencia en el interior de la Unión. Puesto que todas estas condiciones deben 
cumplirse, la Comisión limitará su evaluación a la existencia de una ventaja económica concedida a los beneficia­
rios. 

Existencia de una ventaja económica 

(99) Las empresas resultan favorecidas a tenor del artículo 107, apartado 1, del TFUE si obtienen una ventaja econó­
mica que no podrían obtener de otra forma en condiciones de mercado. En el presente caso, el examen debe 
determinar, teniendo también en cuenta el reembolso del déficit del sistema eléctrico de 2005, si había una dife­
rencia positiva entre las tarifas reguladas establecidas en 2005 y los precios de mercado que deberían haber 
pagado los beneficiarios potenciales por la electricidad comprada y los servicios prestados en el marco de su 
régimen tarifario. Cualquier ventaja en cuanto a las condiciones de mercado ha de acreditarse en relación con las 
referencias reales de los precios de mercado. Esos aspectos, a saber, la existencia de diferencias positivas, o su 
ausencia, entre los precios del pool de la electricidad, los precios de mercado y las tarifas reguladas y el reembolso 
del déficit, se examinan sucesivamente a continuación. 

Comparación con los precios medios del «pool» de la electricidad 

(100)  Los precios medios del «pool» de electricidad ofrecen un indicio del nivel general de los precios del mercado 
mayorista. Este precio medio de referencia fue de 59,47 EUR/MWh en 2005, durante todo el año. Como se indica 
e ilustra en el considerando 19 (gráfico 1), en siete meses no consecutivos de 2005, los precios medios mayoristas 
estuvieron por encima de los precios implícitos de la electricidad de las tarifas reguladas integrales aplicadas a 
todos los usuarios finales. Por consiguiente, la tarifa media establecida por el Decreto 2392/2004 parece haber 
supuesto una diferencia positiva a favor de todos los usuarios finales que optaron por las tarifas reguladas, al 
menos durante la mayoría de los meses de 2005. 
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(101)  Sin embargo, en períodos mensuales inferiores a un año, dicha diferencia no se dio durante en los cinco meses 
transcurridos entre enero y mayo de 2005, por lo que no se ofreció una ventaja a todo el sistema de tarifas regu­
ladas. Además, si se hace la comparación entre períodos superiores a un año, por ejemplo, hasta el 30 de diciembre 
de 2007, la posible ventaja acumulada desde junio de 2005 queda más que anulada por el descenso de los precios 
medios del «pool», que cayeron abruptamente hasta alcanzar 37 EUR/MWh en marzo de 2007, mientras que los 
precios implícitos de las tarifas reguladas se situaban en torno a 68 EUR/MWh en ese mismo período. En efecto, 
a partir de octubre de 2006, los precios de la electricidad implícitos en las tarifas integrales fueron muy supe­
riores a los precios mayoristas de suministro (véase el gráfico 1). En consecuencia, los beneficios y las ventajas 
económicas de los consumidores que recibían suministro a tarifas reguladas cuando los precios del «pool» son 
más altos que el coste implícito de la electricidad en las tarifas reguladas se pueden anular cuando los precios del 
«pool» son más bajos que el coste implícito de la electricidad. 

(102)  De ello se desprende que, tanto en períodos mensuales inferiores a un año en 2005, como en períodos de dos 
años que comprenden parte de 2005, los precios de la energía implícitos en las tarifas reguladas aplicables en 
2005 no parecen haber ofrecido una ventaja al grupo de consumidores que recibían suministro a tarifas reguladas 
en comparación con los precios mayoristas del «pool» de electricidad. Sin embargo, el hecho es que los ingresos 
de acceso y las tarifas reguladas pagados por todo el sistema eléctrico no fueron suficientes para cubrir los costes 
regulados del sistema en 2005. Por tanto, procede examinar si se pone en marcha un mecanismo adecuado para 
garantizar que el déficit se reembolse. 

Reembolso del déficit del sistema de electricidad de 2005 

(103)  Como se expone en los considerandos 15 y 20 a 22, las cuentas del sistema de electricidad en 2005 incluían 
todos los costes e ingresos regulados del sistema sin asignar determinados ingresos a costes específicos. Por 
ejemplo, los costes de transporte y distribución (4 410 millones EUR) o el coste de las ayudas a la cogeneración y 
a las fuentes renovables de electricidad (2 701 millones EUR) ni se dividían entre, respectivamente, los ingresos 
regulados de las tarifas integrales del mercado regulado y/o los ingresos de los peajes regulados de acceso del 
mercado libre ni se financiaban diferenciando estos dos tipos de ingresos. De hecho, todos los usuarios del 
sistema reciben un beneficio y se puede esperar que contribuyan a cubrir costes de las ayudas a formas eficientes 
de cogeneración y fuentes renovables, o de servicios de transporte y distribución. En dicho sistema de costes no 
acumulativos para cada tarifa, resulta imposible asignar objetivamente a posterior la distribución de los costes a 
los usuarios del mercado libre y a los usuarios de las tarifas reguladas y, dentro de esta última categoría, a los 
25 escalones tarifarios aplicables en 2005. De ello se infiere que conviene analizar las posibles ventajas, o 
ausencia de las mismas, del déficit de 2005 para el sistema eléctrico en su conjunto. 

(104) En ese sentido, España ha creado un mecanismo para recuperar en su totalidad el déficit de 2005 que es compa­
tible con esta universalidad de las cuentas del sistema aplicado en aquella época. El déficit de ingresos regulados 
del sistema de electricidad para sufragar los costes del sistema se resolvió mediante la inyección de recursos recau­
dados mediante una «cuota con destino específico» establecida en el Real Decreto 809/2006. Desde mediados de 
2006, la recuperación comenzó a través de la aplicación de un recargo sobre el valor del 1,378 % en las tarifas 
reguladas integrales y del 3.975 % sobre los peajes de acceso y, a partir de entonces, los recargos necesarios para 
garantizar la recuperación de los 3,8 billones EUR más intereses a lo largo de un período de 14,5 años que fina­
liza en 2020 (véanse los considerandos 25 y 26). 

(105)  De ello se desprende que los ingresos de la contribución especial destinados a financiar el déficit de 2005 
permiten el pago de las facturas de electricidad de los usuarios del sistema, con el aumento necesario para equili­
brar ex post las cuentas del sistema de 2005, con un retraso considerable. 

(106)  En estas condiciones, la única característica discutible del método elegido en 2006 para el reembolso del déficit 
del sistema de electricidad de 2005 y el equilibrio de las cuentas sería el bajo tipo de interés aplicado inicialmente 
a los pagos anuales de reembolso, que era el tipo de referencia Euríbor sin diferencial. Como se describe con más 
detalle en los considerandos 96 y 97, España se ha comprometido a aumentar el tipo de interés aplicable a las 
empresas usuarias que son objeto del presente procedimiento. España se compromete a aplicar un diferencial de 
65 puntos básicos por encima del tipo de interés de referencia. 

(107)  Al aplicar esta modificación de la medida inicialmente aplicada para reembolsar el déficit de 2005, que excluye a 
los hogares y las pequeñas empresas que hayan abonado las tarifas reguladas más elevadas del mecanismo de 
corrección, se anula cualquier ventaja hipotética que las empresas hayan podido obtener del aplazamiento de los 
pagos a partir de 2006. Asimismo, la aplicación de un recargo sobre el valor en la tarifa tiene por efecto que la 
cantidad absoluta recuperada sea, para cada empresa, directamente proporcional a su consumo de electricidad. 
Cuanta más electricidad se consuma, mayor será el recargo. 

12.7.2014 L 205/41 Diario Oficial de la Unión Europea ES    



Comparación con los precios de mercado de la electricidad 

(108)  En segundo lugar, como señalan algunas partes interesadas, los precios registrados en el «pool» de electricidad no 
constituyen una referencia adecuada para comparar los precios de la electricidad pagados por los grandes consu­
midores en el marco de las tarifas reguladas con los precios de mercado. De hecho, en vista de las pruebas del 
informe de 2005 del operador del mercado de la electricidad OMEL, tan solo siete usuarios finales representaban 
un 5 % de la demanda de electricidad procedente directamente del «pool» frente a cientos de usuarios industriales 
y grandes empresas. Los consumidores industriales y otros grandes consumidores, en particular aquellos con un 
gran consumo de energía para los cuales la energía representa una parte considerable de los costes de producción 
(normalmente, un 30- 40 % en el caso de la producción de aluminio), requieren y obtienen condiciones previsi­
bles de precio y suministro. Estas condiciones figuran en contratos con plazos superiores a un día vista. Los 
precios que se cotizan cada hora en el mercado a un día vista, como el «pool» de electricidad, ilustran los precios 
medios de mercado para los proveedores que prestan servicio a una variada cartera de clientes, incluidos los 
hogares. Sin embargo, no constituyen una referencia adecuada para determinar los precios que deberían pagar los 
usuarios con un gran consumo de energía en el mercado libre, con plazos contractuales superiores a un día vista. 
En contra de la opinión sostenida en la decisión de incoación, la investigación ha demostrado que las tarifas regu­
ladas inferiores a los precios medios del «pool» no implican necesariamente una ventaja respecto a las condiciones 
de mercado para los usuarios industriales ya que los precios del «pool» no son los precios de mercado para la 
gran mayoría de estos usuarios, con lo que se disipan las dudas planteadas al respecto. 

(109)  Además, la opción a favor del mercado libre no era irreversible en España en 2005. Los consumidores podían 
elegir constantemente entre las ofertas más atractivas del mercado regulado y del mercado libre, lo que daba lugar 
a cierta convergencia de precios. La posibilidad de revertir las opciones de suministro tiende necesariamente a 
reducir los precios del mercado minorista durante los picos de los precios mayoristas, como los registrados en 
España a partir de abril de 2005, mientras que el incentivo opuesto para aumentar los precios del mercado libre 
a fin de aproximarlos a los niveles más altos de la tarifa regulada aparece cuando se invierte esta situación. 

(110)  Como confirman la asociación de proveedores independientes (considerandos 42 a 49), los proveedores del 
mercado libre tuvieron que cumplir durante 2005 sus contratos o terminar dichos contratos unilateralmente, si 
era posible, o renegociar y ajustar al alza sus precios y asumir el riesgo de que los clientes optaran por el mercado 
regulado. Las pérdidas que los proveedores del mercado libre afirman haber sufrido indican que los precios en el 
mercado libre en 2005, en particular los de los contratos a un año que se cumplieron, se mantuvieron cerca de 
los niveles de las tarifas reguladas respectivas y, por ende, que las tarifas no concedieron de hecho una ventaja 
económica respecto a los precios reales del mercado libre. 

(111)  Ello implica, por tanto, que dos hipotéticos usuarios industriales que compitieran entre sí, el primero operando 
con un contrato de suministro de electricidad a un año a precios del mercado libre de enero a diciembre de 2005 
y el segundo suministrando a tarifas reguladas en el mismo período, habían de soportar, si todos los demás 
factores eran idénticos, costes de electricidad similares. En efecto, la única influencia que el nivel de las tarifas 
reguladas tenía sobre los precios del mercado libre en 2005 era en realidad la de ofrecer a los usuarios en el 
mercado libre el beneficio indirecto de limitar el incremento de precios, aun suponiendo que dichos incrementos 
fueron contractualmente posibles durante el año o, a más largo plazo, abarcando todo el año 2005. De hecho, la 
competencia real o potencial entre usuarios industriales que obtenían electricidad en el mercado libre o en el 
mercado regulado, respectivamente, no pudieron distorsionarla las tarifas reguladas. 

(112)  En tercer lugar, en su Decisión de incoación, la Comisión hizo especial referencia a los bajos niveles de la tarifa 
regulada de 23,9 EUR/MWh y 27,0 EUR/MWh, aplicados en 2005 a los grandes consumidores industriales 
(tarifa G4) y a los grandes consumidores industriales con suministro interrumpible (por ejemplo, tarifa 3.4), 
respectivamente, como se ilustra en el cuadro 3 del considerando 30. Como señalan algunos terceros, los niveles 
de las tarifas reguladas que se impugnan en la Decisión de incoación, no son tarifas sino precios medios tras 
descuentos. Sin descuentos, los niveles de la tarifa básica establecidos en el Decreto 2392/2004, indicados en el 
cuadro 1, fueron, respectivamente, de 56,12 EUR/MWh (tarifa 3.4) y 25,44 EUR/MWh (tarifa G.4). 

(113)  A este respecto, la investigación formal ha aportado pruebas de que las tarifas reguladas aplicables a los usuarios 
industriales mencionadas en la Decisión de incoación estaban al nivel de los precios de mercado aplicables para 
todo el período entre enero y diciembre de 2005, como se expone a continuación: 

12.7.2014 L 205/42 Diario Oficial de la Unión Europea ES    



(114)  En primer lugar, se han aportado pruebas de que existían precios bilaterales de mercado de 34,45 EUR/MWh que 
se aplicaban a los usuarios con un gran consumo de energía en el mercado libre en 2005 (considerandos 55 
a 57). Con un margen de comercialización inferior al margen medio de 10 EUR añadido en la Decisión de 
incoación de la investigación formal, este precio de mercado muestra un coste de suministro cercano a 
25,44 EUR/MWh de la tarifa regulada más baja (G4) (23,9 EUR/MWh de precio medio ex post). Si se tienen en 
cuenta las diferencias objetivas relativas al suministro en el marco de la tarifa regulada, como volúmenes de sumi­
nistro 9,7 veces superiores, la inversión en equipos de control y los plazos de pago, el hecho de que la tarifa regu­
lada fuese inferior no parece haber concedido una ventaja económica indebida a los beneficiarios. 

(115)  En segundo lugar, las pruebas disponibles muestran que en diciembre de 2004 podían celebrarse contratos a un 
año de suministro de carga básica, basados en precios de mercado a plazo de 31,05 EUR/MWh, para entrega 
entre enero y diciembre de 2005. Había un precio final de mercado (con servicios adicionales y tarifa de acceso) 
de 36,67 EUR/MWh, que es inferior a la tarifa básica correspondiente (tarifa 3.4) para los usuarios industriales 
interrumpibles con una fuerte modulación de carga (véanse los considerandos 16, 18 y 58). 

(116) Descuentos adicionales en el marco de las tarifas reguladas para la gestión de la demanda (por ejemplo, modula­
ción de carga, interrumpibilidad) permitían obtener precios medios más bajos en el mercado regulado para los 
usuarios que prestaban dichos servicios (22). Estos descuentos, que no fueron abordados específicamente en la 
decisión de incoación, remuneraban valiosos servicios para la red orientados a la demanda, que requerían ajustes, 
inversiones o restricciones impuestas en procesos comerciales o industriales. La modulación de carga requiere que 
los procesos industriales o comerciales con alto consumo de energía eléctrica sean ejecutados en el valle y no en 
horas pico, reduciendo de esta forma el consumo y la tensión en la red eléctrica. Del mismo modo, los servicios 
de interrumpibilidad suministrados a la red son económicamente útiles ya que consisten, para el usuario indus­
trial en cuestión, en la aceptación de que el operador del sistema interrumpa el suministro avisando con poca 
anticipación (desde unos pocos segundos a dos horas) y durante mucho tiempo (de una a doce horas), como fue 
el caso con las tarifas reguladas pertinentes en España. 

(117) Los beneficios de estos servicios a efectos de garantizar la continuidad del suministro de electricidad son recono­
cidos en la legislación comunitaria. La Directiva 2005/89/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de enero 
de 2006, sobre las medidas de salvaguardia de la seguridad del abastecimiento de electricidad y la inversión en 
infraestructura requiere que los Estados miembros tengan en cuenta las tecnologías de gestión de la demanda y 
tomen medidas para reducir las barreras que impiden el uso de contratos interrumpibles a fin de mantener el 
equilibrio entre la oferta y la demanda (23). Estos servicios complementan e incluso pueden sustituir otros medios 
de regulación utilizados por el operador de la red para garantizar la adecuación de la oferta y la demanda de elec­
tricidad a la red, evitando así las interrupciones y apagones, que son social y económicamente costosos y pueden 
desencadenar la imposición de sanciones o responsabilidades. 

(118)  Concretamente en el caso de España, la ausencia de una capacidad importante de interconexión con otros Estados 
miembros y la significativa penetración de intermitente suministro eléctrico procedente de fuentes renovables de 
energía en 2005 hacen estos servicios especialmente valiosos. El orden de magnitud de su valor económico y de 
los posibles costes que se pueden evitar en el sistema eléctrico puede ilustrarse atendiendo a los costes soportados 
por el operador español de la red Red Eléctrica de España en la compra de servicios de balance. En 2005, Red 
Eléctrica de España pagó un promedio de 65 EUR/MWh para servicios de regulación secundaria de subida de 
energía (añadiendo energía adicional en línea entre 15 segundos y 15 minutos para equilibrar la red); para regula­
ción terciaria de subida (añadiendo energía adicional en línea entre 15 minutos y 2 horas para reponer la reserva 
de energía de regulación secundaria), el precio medio en 2005 fue de 78 EUR/MWh, con aumentos hasta 
600 EUR/MWh (24). Al alisar la demanda y alejarla de las horas pico (modulación de carga) o al ofrecer la capa­
cidad de reducirla en situaciones críticas (servicios interrumpibles), los descuentos en las tarifas reguladas perti­
nentes (por ejemplo, alrededor de 32 EUR/MWh en la tarifa 3.4), parecen estar económicamente justificados. 

(119)  En ausencia de estos descuentos para medidas de gestión de demanda, las tarifas reguladas para los 
usuarios conectados a la red de alta tensión (tarifas 1.4 y 2.4) se situaban a un nivel muy superior, entre 58 
y 61 EUR/MWh para la tarifa básica y 76,2 EUR/MWh para el precio medio real. Cuando se comparan con los 
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(22) La principal fuente de la que se derivan las cifras de la decisión de aperture es el informe de la CNE: «EL Consumo Eléctrico en el Mercado 
Peninsular en el Año 2005», de fecha 25.7.2006, Sección 2. Para los grandes consumidores industriales (interrumpible y con Tarifa 
Horaria de Potencia «THP»), el informe indica que la fuerte modulación de carga con suministro en períodos valle, que requiere ajustes en 
los procesos de producción, permite importantes descuentos en la tarifa del titular. 

(23) DO L 33 de 4.2.2006, p. 22; véanse el artículo 3, apartado 3, letra c), y el artículo 5, apartado 2, letra b). 
(24) «El Sistema Eléctrico Español 2005», pp. 54 y 55, Red Eléctrica de España. 



precios de mercado a plazo de 31,05 EUR/MWh para el período de enero a diciembre de 2005, no puede esti­
marse que los precios de mercado sean superiores a las tarifas reguladas aplicables a la inmensa mayoría de usua­
rios industriales y comerciales de elevado consumo. 

(120)  De ello se desprende que, aunque los precios registrados en el «pool» de electricidad no constituyen una referencia 
adecuada para la comparación de los precios de la electricidad que pagan los grandes usuarios industriales y 
comerciales, los precios reales de mercado aplicables a los suministros de electricidad para usuarios finales que 
recibían suministro a tarifas reguladas en 2005 se alineaban con los niveles respectivos de las tarifas reguladas. 

6. CONCLUSIONES SOBRE LA MEDIDA  

(121)  En vista de las consideraciones precedentes, la Comisión considera probado que en primer lugar, las empresas a 
las que se les suministró electricidad a tarifas reguladas integrales no obtuvieron beneficios del nivel de dichas 
tarifas y en segundo lugar, teniendo en cuenta el compromiso de modificar la medida asumido por España, que el 
retraso de dichas empresas en el pago de parte de sus facturas de electricidad de 2005 devengará un tipo de 
interés adecuado. 

(122)  Por consiguiente, esta medida no implica una ventaja económica a favor de las empresas usuarias. Puesto que los 
criterios contemplados en el artículo 107, apartado 1, del TFUE son acumulativos, no es necesario examinar si se 
cumplen los demás criterios. 

(123)  Así pues, la Comisión concluye que, en vista del régimen adoptado por España para recuperar la deuda de los 
usuarios finales para con el sistema de electricidad, el sistema de tarifas reguladas aplicado en 2005 no dio lugar 
a una ayuda estatal a tenor del artículo 107, apartado 1, del TFUE. Esta conclusión se refiere a la situación y 
período de tiempo cubiertos por la denuncia, sin perjuicio de la posible evaluación por parte de la Comisión de 
medidas tomadas por España después de 2005. 

HA ADOPTADO LA PRESENTE DECISIÓN: 

Artículo 1 

El sistema de tarifas reguladas aplicado por el Reino de España en 2005 no constituye ayuda estatal a tenor del artícu­
lo 107, apartado 1, del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea. 

Artículo 2 

El destinatario de la presente Decisión será el Reino de España. 

Hecho en Bruselas, el 4 de febrero de 2014. 

Por la Comisión 
Joaquín ALMUNIA 

Vicepresidente  
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